
S E S I Ó N  P Ú B L I C A  NÚM. 82 

O R D I N A R I A  
MARTES 10 DE AGOSTO DE 2010 

 

En la ciudad de México, Distrito Federal, siendo las 

diez horas con cuarenta y cinco minutos del martes diez de 

agosto de dos mil diez, se reunieron en el Salón de Plenos 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para celebrar 

Sesión Pública Ordinaria, los señores Ministros Presidente 

Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio Salvador Aguirre 

Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna 

Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José de Jesús Gudiño Pelayo, Luis 

María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Olga 

Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza.  

 

El señor Ministro Presidente Guillermo I. Ortiz 

Mayagoitia abrió la sesión y el secretario general de 

acuerdos dio cuenta de lo siguiente: 

 

I. APROBACIÓN DE ACTA 

 

Proyecto de acta de la sesión pública número ochenta 

y uno, ordinaria, celebrada el lunes nueve de agosto de dos 

mil diez.   

 

Por unanimidad de once votos el Tribunal Pleno aprobó 

dicho proyecto. 

 

II. VISTA Y RESOLUCIÓN DE ASUNTO 
 



 
 
 
 

—    2   — 
 
 
Sesión Pública Núm. 82               Martes 10 de agosto de 2010 
 
 

Asunto de la Lista Oficial para la Sesión Pública 

Ordinaria del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación para el martes diez de agosto de dos mil diez.  

 

II. I. 2/2010   Acción de inconstitucionalidad 2/2010 promovida por el 

Procurador General de la República en contra de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal y del Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal, demandado la invalidez de los 

artículos 146 y 391 del Código Civil para el Distrito Federal, 

publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal de 

veintinueve de diciembre de dos mil nueve. En el proyecto 

formulado por el señor Ministro Sergio A. Valls Hernández se 

propuso: “PRIMERO. Es procedente pero infundada la 

presente acción de inconstitucionalidad. SEGUNDO. Se 

reconoce la validez de los artículos 146 y 391 del Código 

Civil para el Distrito Federal, conforme a lo expuesto en los 

considerandos sexto, séptimo y octavo de esta ejecutoria. 

TERCERO. Publíquese esta sentencia en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta”. 

 

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia indicó 

que corresponde continuar con el análisis del artículo 121 

constitucional. 

 

La señora Ministra Luna Ramos reconoció la 

interpretación realizada por el señor Ministro Presidente Ortiz 

Mayagoitia respecto del alcance del artículo 121 
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constitucional; sin embargo, señaló que del análisis que ha 

realizado arriba a la conclusión de compartir el proyecto 

sometido a consideración. 

 

A continuación refirió a lo previsto en el citado precepto 

constitucional y en el diverso 13 del Código Civil Federal, 

específicamente a su fracción I, la cual señala: “Las 

situaciones jurídicas y válidamente creadas en las entidades 

de la República o en un Estado extranjero conforme a su 

derecho deberán ser reconocidas” estimando que si la 

violación aducida por el actor en esta acción de 

inconstitucionalidad es que se rompe la armonía del orden 

federal al obligar a los Estados a reconocer la validez de los 

matrimonios celebrados en el Distrito Federal entre personas 

del mismo sexo, debe tomarse en cuenta que lo establecido 

en el artículo 121, fracción IV, constitucional, no implica que 

se puedan celebrar esos matrimonios en diversos Estados 

sino únicamente que en los demás, como Estados 

receptores, se reconozca la validez de ese tipo de vínculos 

para que surtan efectos jurídicos, por lo que se manifestó a 

favor del proyecto modificado. 

 

El señor Ministro Gudiño Pelayo se manifestó conforme 

con el proyecto en los términos propuestos.  Recordó los 

argumentos expresados el día de ayer por el señor Ministro 

Presidente Ortiz Mayagoitia específicamente respecto de la 

interrogante sobre si el artículo 121 constitucional vincula 

también a la Federación, estimando al respecto que, como 
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los actos del estado civil son de competencia local, son 

válidos también para la Federación. 

 

Agregó que la fracción IV del citado precepto 

constitucional es clara en cuanto a que los Estados deben 

reconocer la validez de los actos del estado civil celebrados 

conforme a la legislación de un diverso Estado.  En cuanto a  

la uniformidad consideró que ésta es contraria al 

federalismo, pues éste implica la pluralidad entre los 

Estados, sin que deban ceñirse necesariamente a un 

concepto de matrimonio o de familia, por lo que se manifestó 

a favor del proyecto en cuanto al artículo 121 constitucional 

en relación con los diversos 14 y 16 constitucionales, 

máxime que no se planteó un problema de interpretación 

directa de aquel numeral. 

 

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia precisó 

que había concluido una primera ronda de participaciones. 

 

El señor Ministro Valls Hernández señaló no compartir 

los argumentos de los señores Ministros Presidente Ortiz 

Mayagoitia y Aguirre Anguiano considerando que, en primer 

lugar, el que un Estado legisle en una determinada forma no 

obliga a los otros a realizarlo en los mismos términos, lo que 

es diverso a que un Estado deba reconocer la validez de los 

actos del estado civil  celebrados conforme a la legislación 

de otro. 
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Agregó que el artículo 121, fracción IV, constitucional 

no establece que las leyes del estado civil deban ser 

uniformes entre sí, ni conformes con lo previsto en la 

normativa federal; además, sostener que el artículo 121 

constitucional presupone que la validez de los actos del 

estado civil para toda la República parte de un concepto 

común en todas las entidades federativas, implicaría que 

ningún Estado podría ejercer sus facultades residuales o 

expresas cuando no lo haga de acuerdo con las leyes de 

otras entidades federativas, lo que sí rompería el 

federalismo. 

 

Incluso, cuestionó si las entidades federativas por 

legislar de manera diversa a como lo hizo el Distrito Federal 

respecto de la regulación del matrimonio podrían limitar a la 

Asamblea Legislativa,  a pesar de que como ya se dijo por 

mayoría de nueve votos, no existe un estándar constitucional 

sobre el concepto de matrimonio ni tampoco la Constitución 

Federal sujeta el reconocimiento de los actos del estado civil 

de un Estado a que no sean contrarios al orden público de 

otra entidad federativa ni dispone que no deban reconocerlos 

cuando se opongan a sus propias definiciones, por el 

contrario, prevé una regla expresa de reconocimiento de los 

actos del estado civil pues es precisamente el artículo 121 

constitucional el que permite armonizar los sistemas jurídicos 

existentes y asegurar la validez de determinados actos en 

aras del respeto a la seguridad jurídica. 
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Difirió de lo señalado por el señor Ministro Presidente 

Ortiz Mayagoitia en cuanto a que el artículo 121 

constitucional no rija para el Distrito Federal simplemente por 

referirse a los Estados, o que no rija para las autoridades 

federales, ni tampoco que el Código Civil Federal es el que 

orienta el contenido de los actos que se llevan al Registro 

Civil y que, por ende, no es de libre configuración por lo que 

todos los Estados deben estar de acuerdo respecto de 

cuáles actos deben registrarse, ya que dicho numeral no 

excluye al Distrito Federal atendiendo a lo establecido en el 

artículo 122 constitucional.  Tampoco compartió que deban 

apegarse los Estados a las definiciones dadas en el Código 

Civil Federal pues ello implicaría restarles facultades para 

legislar en materia civil en cualquier entidad federativa, ni 

que las autoridades federales no deban reconocer la validez 

de los actos del estado civil de cada entidad federativa pues 

implicaría sostener que las legislaturas locales o cuando 

menos la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, se 

encuentran sujetas a una jerarquía normativa frente a la 

Federación al menos en materia civil lo que no deriva de la 

Norma Fundamental. 

 

Agregó no compartir lo señalado por el señor Ministro 

Presidente Ortiz Mayagoitia en cuanto a los trabajadores de 

este Alto Tribunal respecto a su registro, precisando que se 

trata de cuestiones distintas, pues por una parte se 

encuentran los actos registrables y, por otra, cómo se 
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regulan en sí mismos conforme al ámbito competencial de 

cada entidad, como sucede respecto del matrimonio. 

 

Además, el hecho de que treinta y un Estados regulen 

el matrimonio en forma distinta a lo que sucede en el Distrito 

Federal no limita la libertad de configuración de la Asamblea 

Legislativa  ni obliga a aquéllas a hacerlo en ese sentido, 

pues el límite a la función legislativa es la norma 

fundamental, recordando que por mayoría de nueve votos se 

ha determinado que la norma general, al redefinir el 

matrimonio, no la trasgrede.  

 

Señaló que el reconocimiento a los matrimonios en 

comento deriva de lo previsto en el artículo 121 

constitucional, no de lo indicado en la norma impugnada o de 

este fallo. 

 

Precisó que en el proyecto no se deja de lado el 

planteamiento que se hace valer en la demanda en cuanto a 

que se violan los artículos 14 y 16 constitucionales en 

relación con el artículo 121 constitucional, lo que se atiende 

en las fojas ciento sesenta y ocho y siguientes, siendo 

diverso si se comparte el análisis respectivo o la forma en 

que se realiza. 

 

Mencionó que si bien los señores Ministros Cossío 

Díaz, Sánchez Cordero de García Villegas, Franco González 

Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Silva Meza, y el día de hoy 
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los señores Ministros Gudiño Pelayo y Luna Ramos han 

manifestado que se apartan de las consideraciones, ello más 

bien implica que se desarrolle con mayor profundidad el 

análisis del artículo 121 constitucional, lo que se hará en el 

engrose, mas no que no se comparta porque el proyecto 

sostuviera lo contrario a lo que en esencia han argumentado 

los señores Ministros que se manifestaron a favor de éste. 

  

En cuanto a lo indicado por el señor Ministro Cossío 

Díaz sobre el análisis directo del artículo 121 constitucional 

atendiendo a la cuestión efectivamente planteada, precisó 

que ello no se plantea así en la demanda, pues lo 

efectivamente planteado es una violación a los artículos 14 y 

16 constitucionales y sólo de manera indirecta se analiza lo 

previsto en aquel numeral, sin advertir en qué forma se 

podría analizar una violación al mismo a través de una 

acción de inconstitucionalidad si no se hace bajo el alegato 

esgrimido por el accionante, en el sentido de los posibles 

conflictos que pudieran surgir con motivo de la norma 

general impugnada y sus diferencias con las legislaturas de 

los Estados y que, por ende, a su juicio violan la garantía de 

seguridad jurídica. Lo contrario sería tanto como avalar que 

lo que se cuestiona es, por sí, la existencia del artículo 121 

constitucional, surgiendo la interrogante sobre si ello 

requeriría justificar este precepto en abstracto. 

 

Por tanto, propuso complementar el proyecto en cuanto 

a la interpretación del artículo 121 constitucional, por lo cual 
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en el engrose permanecerían las consideraciones de las 

fojas ciento sesenta y tres a ciento sesenta y ocho del 

proyecto con el fin de aclarar los aspectos relativos a que si 

lo que se pretende es cuestionar una obligación o prohibición 

contenida en la propia Norma Fundamental, concretamente 

en el artículo 121 constitucional, lo que no es posible pues 

no es lo que se sostuvo en el precepto lo que se sujeta al 

control constitucional ni la vía para solucionar los conflictos 

futuros que podrían suscitarse, así como dejar las 

consideraciones de la consulta relativas a que las garantías 

de seguridad jurídica y de legalidad a quien rigen es a la 

Asamblea Legislativa al expedir la normativa general, mas 

no se advierte cómo se podrían vulnerar por diferir de las 

normas estatales.  Posteriormente reestructuraría y 

fortalecería las consideraciones que se desarrollan a partir 

de la foja ciento sesenta y ocho para dar respuesta plena a 

los planteamientos de la demanda, estableciendo que el 

artículo 121 constitucional establece bases generales a partir 

de las cuales deben actuar las entidades federativas y su 

fracción IV prevé una regla clara respecto de la solución de 

conflictos derivada del régimen federal, es decir se trata de 

una cláusula de federalismo, regla constitucional a partir de 

la cual los actos del estado civil celebrados en un Estado 

tendrán plena validez en los demás Estados constituyendo 

un imperativo para éstos respecto de reconocer la validez de 

dichos actos así como un límite para que el Congreso de la 

Unión no legisle lo que le parezca adecuado para solucionar 
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conflictos por la aplicación de normas de diversos Estados, 

como lo precisó el señor Ministro Cossío Díaz. 

 

Incluso, propuso agregar al engrose que de 

conformidad con lo previsto en el artículo 121 constitucional 

no se puede sostener que pudieran existir conflictos con los 

actos del estado civil de forma previa con la sola expedición 

de la norma impugnada e incluso, por la sola celebración y 

registro de los actos que se consignan, pues el artículo 121 

constitucional prevé una regla clara en cuanto a que dichos 

actos son válidos en las demás entidades federativas.  

 

Agregó no compartir que en esta acción de 

inconstitucionalidad este Alto Tribunal realice un 

pronunciamiento tajante acerca de los efectos o no de los 

actos del estado civil, pues como ya lo señalaron algunos de 

los señores Ministros, deberá resolverse caso por caso 

atendiendo a sus propios méritos y de conformidad con lo 

previsto en el Código Civil Federal, como se señala en el 

proyecto a fojas ciento setenta y tres, así como lo indicó el 

señor Ministro Franco González Salas. 

 

Finalmente, propuso eliminar la distinción que se 

realiza en la foja ciento setenta y tres sobre la validez y la 

ejecución de los actos del estado civil, lo que ha generado 

una confusión, pues no se precisó para sostener que los 

efectos de los actos del estado civil no deban reconocerse o 
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bien, que sí surtan efectos plenos, lo que debe analizarse en 

cada caso concreto. 

 

El señor Ministro Gudiño Pelayo se manifestó a favor 

de que se suprima la distinción entre los efectos y la validez 

en los términos propuestos por el señor Ministro Zaldívar 

Lelo de Larrea. 

 

El señor Ministro Aguirre Anguiano señaló que en la 

primera ocasión transmitió de manera incorrecta su postura. 

 

Indicó que el artículo 121 constitucional parte de bases 

de entendimiento común, es decir de estándares, 

consistentes en que los conceptos deben entenderse de 

forma llana y no pueden ser torturados.  Recordó que el 

Constituyente de mil novecientos diecisiete entendió por 

matrimonio lo mismo que el de mil ochocientos veinticuatro y 

las Leyes de Reforma, siendo del entendimiento común que 

el matrimonio se daba entre hombre y mujer. 

 

Recordó que cuando se cambian los conceptos 

comunes por otros que afectan una interpretación 

constitucional se drena la Constitución.  Agregó que el 

Doctor Trigueros sostuvo que: “debemos de notar cómo el 

artículo de la confederación o federación es claramente un 

pacto de coordinación tendiente a limitar a los Estados 

confederados, el uso de sus facultades autónomas en 

beneficio de la seguridad y perpetuidad, de la amistad e 
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intercambio entre los Estados”; por ende, estimó que debe 

existir coordinación mínima, debiendo acudir a un estándar 

como el uso común del lenguaje y lo previsto en los artículos 

relativos al matrimonio en todas las entidades federativas 

excepto la impugnada, en el sentido de que un hombre y una 

mujer celebran el matrimonio. 

 

Precisó que en la Universidad de Chihuahua en el año 

de mil novecientos cuarenta y siete José Luís Siqueiros, 

reconocido incluso en el Tribunal de la Haya, sostenía en 

cuanto a la doctrina territorialista y la del estatuto personal 

que “los efectos de los actos realizados de acuerdo con 

dichas normas, serán respetados, tendrá que 

proporcionárseles esa fe y crédito a que alude la parte 

normativa del artículo 121, a menos que violen la legislación 

del Estado donde pretendan eficacia.  Si esos derechos 

adquiridos son en detrimento del orden público a donde se 

dirigen, no podrán aplicarse, necesita existir una verdadera 

coincidencia entre la validez de la legislación del Estado en 

donde se producen los derechos y la legislación del territorio 

a donde se dirigen su efectos”. 

 

Recordó que dos homosexuales ingleses quisieron 

contraer matrimonio en Inglaterra, lo que se les negó al 

señalarles que hay uniones civiles, ante ello, se trasladaron 

a Canadá donde sí se permite el matrimonio entre personas 

del mismo sexo, una vez que lo celebraron, acudieron al 

Tribunal inglés solicitando el reconocimiento de ese 
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matrimonio, lo que se negó por ser contrario a su orden 

público, como también ha sucedido en Italia. 

 

En cuanto al orden público recordó las definiciones 

citadas en la sesión anterior. 

 

Dio lectura al artículo 13 del Código Civil Federal el 

cual indica que “las situaciones jurídicas válidamente 

creadas en las entidades de la República o en un Estado 

extranjero conforme a su derecho deben ser reconocidas, en 

tanto que la fracción II del artículo 15 del propio Código 

señala que no se aplicará el derecho extranjero cuando las 

disposiciones del derecho extranjero o el resultado de su 

aplicación sean contrarias a los principios fundamentales del 

orden público mexicano” considerando que el orden público 

referido por los tribunales ingleses e italianos también es 

derecho en México. 

 

Asimismo, recordó que las situaciones jurídicas 

válidamente creadas en las entidades de la República 

Mexicana o en un Estado serán por virtud de que hayan 

cumplido con el proceso legislativo formal o incluso con 

requisitos materiales, y si la ley no lo distingue no debe 

sostenerse que basta cumplir con el proceso legislativo, sino 

también tomar en cuenta los conceptos de orden público. 

 

Por tanto, consideró que la interpretación sana del 

artículo 121 constitucional  es necesaria precisando que no 
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se está a cincho con los argumentos expresados en la 

demanda, aunado a que en ejercicio de la suplencia de la 

queja se puede analizar a plenitud si la norma impugnada se 

apega a dicho precepto. 

 

Agregó que está por la irregularidad constitucional del 

precepto impugnado por las razones dadas. 

 

Recordó que en el asunto conocido como la píldora del 

día siguiente, para dar consistencia incontrovertible federal a 

una norma oficial mexicana se sostuvo que el sistema 

federal supone unicidad, y cuestionó si la cierta unicidad no 

la dan todos los Códigos Civiles del país que reconocen al 

matrimonio como la unión entre un hombre y una mujer, 

considerando que es necesario atender a la cuestión 

efectivamente planteada y estudiar detenidamente lo 

establecido en el artículo 121 constitucional. 

 

Consideró que si no existiera unicidad mínima sobre los 

principios básicos, no comprendería cómo sería si existiera 

una diferencia radical de principios básicos en cuanto a 

concepciones de instituciones civiles de todos los Estados 

para sortear el caos que podría generarse. 

 

Mencionó que la Federación no es la suma de los 

Estados y que, por ende, el artículo 121 constitucional no se 

refiere a aquélla. 
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El señor Ministro Franco González Salas agradeció al 

Ministro Ponente Valls Hernández que haya aceptado 

algunas de las observaciones que realizó inicialmente, 

reconociendo la relevancia de ponerse de acuerdo respecto 

del enfoque que se le dará al asunto, toda vez que estimó 

que impactará al orden jurídico nacional, en especial, 

respecto de la facultad de los Estados y del Distrito Federal 

para legislar en la materia. 

 

Precisó que se centraría en la figura del matrimonio y 

partió de que el Pleno ya se pronunció sobre la 

constitucionalidad del artículo 146 impugnado, que la 

conclusión mayoritaria es que no se está en presencia de 

derechos fundamentales, que el matrimonio no está regulado 

en la Constitución, por lo que tampoco puede hablarse de 

garantía constitucional, siendo que el matrimonio es un 

contrato civil, por lo que se trata de un problema de 

razonabilidad de libertad de configuración de la Asamblea 

Legislativa frente a la Constitución Federal. 

 

Estimó plausibles los argumentos expresados el día de 

ayer por el señor Ministro Cossío Díaz en cuanto a la 

necesidad de realizar la interpretación directa del artículo 

121 constitucional atendiendo a la cuestión efectivamente 

planteada, siendo necesario determinar cómo debe 

interpretarse ese precepto constitucional, considerando que 

no se violenta con lo establecido en la norma impugnada, 

agregando que sostener lo contrario sería contradictorio con 
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lo resuelto previamente sobre la validez del artículo 146 en 

comento. 

 

Consideró como tema medular la fijación de la 

interpretación del artículo 121 en un sentido que se ha 

conformado. Precisó que el señor Ministro Valls Hernández 

recogió su argumento relativo a la validez y a los efectos, y 

señaló que el problema se debe ver a la luz de la 

Constitución en su integridad y no de manera aislada. 

 

En ese tenor, recordó que la distribución de 

competencias en el Estado Mexicano deriva de diversos 

preceptos bajo un sistema complejo ya que no se agota con 

lo previsto en los artículos 40 y 41 constitucionales, pues 

también destacan las facultades implícitas del Congreso 

para ejercer otro tipo de facultades que les corresponden a 

las autoridades federales, como la prevista en la fracción VII 

del artículo 16 relativa al federalismo cooperativo, por el cual 

a través de convenios, los Estados, Municipios y la 

Federación pueden alterar las competencias cediéndose 

entre sí la prestación de servicios o el ejercicio de funciones.  

 

Dio lectura a lo previsto en los artículos 40 y 41 

constitucionales poniendo énfasis en que la soberanía 

estatal puede ejercerse en tanto no viole lo estipulado en el 

Pacto Federal, siendo necesario interpretar el diverso 121 

tomando en cuenta que se trata de una estipulación del 

Pacto Federal. 
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Agregó que el apartado H del artículo 122 

constitucional permite aplicar el referido 121 al régimen del 

Distrito Federal, aun cuando fuera debatible, debiendo 

considerarse que actualmente se ha modificado de manera 

trascendente el régimen del Distrito Federal, dando lugar 

incluso a que actualmente exista tanto un Código Civil 

Federal como uno para el Distrito Federal, por lo que lo 

fundamental es definir si la expresión “se le dará validez” 

implica que el acto del estado civil surte efectos plenos en el 

resto de las entidades del país.  

 

Mencionó que del análisis de la legislación local se 

advierte que existe uniformidad sobre cómo se deben 

responder este tipo de cuestiones considerando que está de 

acuerdo con el proyecto en cuanto a que debe reconocerse 

la validez del acto generado en una entidad conforme a su 

propia legislación y soberanía, lo que es diferente a sostener 

que todos los efectos plenos de dicho acto se darán para el 

resto de las entidades federativas, pues si se parte de la 

base de que se reconoce a la Asamblea Legislativa su 

capacidad constitucional de configuración legislativa, ésta se 

le debe reconocer a todas las entidades federativas, por lo 

que en aquellos casos en que los efectos derivados de esta 

figura puedan chocar con la legislación de otra entidad, se 

debe estar a la legislación generadora del acto, a la del 

Estado receptor y al artículo 121 constitucional, pues de lo 

contrario, de darse efectos plenos se estaría sometiendo a 
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los demás Estados, respecto de su régimen interior, a lo 

previsto en la legislación del Distrito Federal, considerándolo 

una postura incorrecta, manifestando compartir, sobre ese 

tema específico, las reservas de los señores Ministros 

Aguirre Anguiano y Presidente Ortiz Mayagoitia. 

 

De otra manera estimó que no se entendería por qué el 

Constituyente dejó en manos del Congreso de la Unión 

determinar los efectos de dichos actos, por lo que si bien es 

indiscutible la validez de los actos otra cuestión serían los 

efectos de los mismos, siendo diversos dichos efectos, los 

que podrían no estar previstos en otras legislaciones 

estatales. 

 

Ejemplificó sobre la adopción realizada por dos 

personas del mismo sexo, que hayan celebrado matrimonio 

en el Distrito Federal, ya que si se pretende hacer valer 

dicho acto en un Estado en el que no se permiten tales 

adopciones, se generaría un conflicto entre legislaciones 

locales y debería resolverse  por los tribunales locales a la 

luz de un conflicto de leyes entre la ley originaria del acto y 

sus efectos, la ley de la entidad correspondiente y su 

relación con el artículo 121 constitucional.  

 

El señor Ministro Cossío Díaz propuso regresar al 

punto de la cuestión efectivamente planteada, considerando 

una cuestión diversa analizar el artículo 121 constitucional 

desde la perspectiva de los artículos 14 y 16 
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constitucionales, respecto de realizarlo de manera directa.   

Estimó que el Procurador General de la República está 

planteando una violación directa al artículo 121 

constitucional, encontrando que lo dicho es que en realidad 

el matrimonio trastoca el orden jurídico mexicano porque 

impone una definición a otros Estados y ello implica la 

necesidad de abordar el alcance de ese numeral 

constitucional, ya que lo planteado es que una entidad 

federativa impone a otras el reconocimiento de ciertas 

formas de matrimonio y sus consecuencias a partir de la 

decisión tomada, por lo que estimó necesario definir si se 

abordará el tema conforme a una interpretación directa del 

artículo 121 constitucional o bien como se propone en el 

proyecto modificado. 

 

Precisó que algunos de los señores Ministros como es 

su caso, se han pronunciado en el sentido de que es 

necesario atender a la cuestión efectivamente planteada  

con base en lo previsto en el artículo 49 de la Ley 

Reglamentaria para analizar el tema en términos del artículo 

71 del referido ordenamiento, como un precepto 

constitucional diverso, tal como se permite en las acciones 

de inconstitucionalidad de contenido diverso al electoral, ya 

que se han dado argumentaciones diferentes. 

 

Asimismo, indicó que otros de los señores Ministros 

entre los que se encuentran los señores Ministros Gudiño 

Pelayo y Silva Meza estimaban que el asunto no debía verse 
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de esa forma, lo que consideró que se trataba de una 

cuestión diversa, porque a partir de ahí los argumentos 

serían distintos para manifestarse a favor o en contra del 

proyecto, precisando que su posición es a favor del sentido 

de éste, sin tener claro aún la forma en que se debía 

argumentar, al estimar que existe concepto de invalidez de 

constitucionalidad directa en contra del artículo 121 

constitucional y no derivada de los diversos 14 y 16.  

 

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia señaló 

que se ha sostenido que el Pleno ya se pronunció sobre la 

constitucionalidad del artículo 146 impugnado, precisando 

que se trata de dos diferentes planteamientos uno sobre 

violación a los artículos 4º, 14 y 16, lo que ya se resolvió en 

forma negativa por mayoría de nueve votos, en tanto que 

otro se refiere a una violación relacionada con el artículo 121 

constitucional, en la inteligencia de que se trataría de una 

violación a lo establecido expresamente en ese numeral si la 

norma impugnada señalara que los matrimonios en comento 

únicamente tendrán efectos en el Distrito Federal y no en el 

territorio nacional.  

 

Precisó que lo que aduce el accionante es que el nuevo 

texto del artículo 146 del ordenamiento impugnado es 

inconsecuente con los valores federativos que protege el 

artículo 121 de la Constitución y que son la unidad y la 

concordancia entre los Estados al imponer una obligación de 

reconocer la validez de un acto que resulta extraño cuando 
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es contrario al orden público de los demás Estados. Por 

ende, estimó que efectivamente se trata de un tema de 

inconstitucionalidad, recordando que si el amparo que es 

una acción personal para la defensa de las garantías 

individuales permite el planteamiento de temas de 

competencia por invasión de esferas de la Federación a los 

Estados, por mayoría de razón en una acción de 

inconstitucionalidad, que implica un estudio abierto y 

abstracto,  puede abordarse un problema de esa naturaleza. 

 

Indicó que el argumento expresado por el señor 

Ministro Aguirre Anguiano consiste en que no es válido, con 

base en una norma constitucional que obliga a  todos los 

Estados, introducir en el concepto Registro Civil un nuevo 

tipo de acto no reconocido por las demás legislaturas, 

habiéndose sostenido por los señores Ministros que al 

respecto sí existe libertad de configuración y que no se 

afecta la ley de los otros Estados ya que únicamente deben 

reconocer la validez de los matrimonios en comento, por lo 

que ésta sería la respuesta si se advierte que la norma 

impugnada no va contra el artículo 121 constitucional. 

 

A pesar de lo anterior, estimó que el artículo 146 

controvertido sí produce una anomalía dentro del Pacto 

Federal,  cuando la Federación y los treinta y un Estados 

tienen un concepto distinto del matrimonio, por lo que su 

posición será que debe analizarse a la luz del artículo 121 

constitucional, sin pasar por los diversos 14 y 16, lo que ya 
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se resolvió, por lo que estimó relevante la moción del señor 

Ministro Cossío  Díaz. 

 

El señor Ministro Cossío Díaz señaló que se está ante 

el problema sobre si los matrimonios en comento son válidos 

y, posteriormente, en dónde son válidos. Precisó que los 

señores Ministros Aguirre Anguiano y Presidente Ortiz 

Mayagoitia señalan que los matrimonios no deben ser 

válidos en otros Estados, lo que pasa necesariamente por el 

artículo 121 constitucional. Posteriormente surge el problema 

que plantea el señor Ministro Franco González Salas siendo 

necesario definir si esos matrimonios tendrán todos los 

efectos legales que se prevén en las legislaciones locales 

para los matrimonios o si tendrán solamente los efectos que 

determine cada legislación local, por lo que es necesario 

analizar lo previsto en ese precepto constitucional. 

 

Indicó  que resolver el asunto de una manera distinta 

seria hacerlo a través de lo previsto en los artículos 14 y 16 

constitucionales, precisando que se pronunció por la validez, 

mas no por sus efectos, por lo que debía reflexionarse la 

interrogante planteada por el señor Ministro Franco 

González Salas. 

 

El señor Ministro Aguirre Anguiano reconoció lo 

expresado por el señor Ministro Franco González Salas y 

precisó los principios que rigen las relaciones entre los 

países que pertenecen a la mancomunidad de la Gran 
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Bretaña, considerando que existe un gran paralelismo entre 

éstos y los que rigen a un Estado Federal. 

 

El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea agradeció al 

señor Ministro Ponente Valls Hernández tomar en 

consideración los argumentos vertidos en las intervenciones 

que se han llevado a cabo, precisando que había entendido 

que lo que se discutía era la interpretación del artículo 121 

constitucional, estimando que si se hacía un pequeño ajuste 

al proyecto con lo aceptado por el señor Ministro ponente 

Valls Hernández se podrían salvar y construir a mayor 

abundamiento ambas posturas. 

  

Agregó que es necesario tomar con seriedad lo 

argumentado por el señor Ministro Presidente Ortiz 

Mayagoitia lo cual requiere de discusión y de reflexión, pues 

se trata de un enfoque que al parecer no se había analizado. 

 

Señaló que la cuestión sobre la no referencia al Distrito 

Federal se salva fácilmente atendiendo a la evolución de su 

régimen constitucional, aunado a que la nueva definición de 

matrimonio no vulnera una definición constitucional. 

 

En cambio, estimó relevante determinar si el Congreso 

de la Unión al regular el Registro Civil puede establecer 

bases sobre el Registro Civil y si éste es o no de libre 

configuración para los Estados, por lo que éstos puedan 

establecer nuevos actos del Registro Civil.  
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Indicó no compartir el referido argumento, ya que el 

artículo 121 constitucional en su primera parte establece una 

obligación para todos los Estados y lo que se autoriza al 

Congreso de la Unión es prescribir la manera de probar los 

actos y sus efectos, por lo que no prevé que dicho Congreso 

tenga libertad para fijar la validez y los efectos de dichos 

actos ya que en las siguientes fracciones se prevén 

limitantes que le impiden fijar libremente esos efectos, de 

donde deriva una libertad de configuración para las 

legislaturas locales siempre y cuando no vulneren la 

Constitución. 

 

Consideró que si este Tribunal Pleno ya resolvió que no 

se vulnera de manera sustantiva ningún derecho 

fundamental, difícilmente podría sostenerse que se vulnera 

la facultad del Congreso para configurar actos del Registro 

Civil pues no hay tal atribución, precisando que no es el caso 

sostener que los Estados tienen libre atribución para hacer 

su voluntad, sino que debía analizarse, en cada caso, si 

efectivamente resisten un análisis de constitucionalidad o no.  

 

Agregó que no se da una vulneración al sistema federal 

con este tipo de disposiciones siendo necesario hacerse 

cargo del argumento pues fue lo planteado efectivamente en 

la demanda. 
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Por lo que se refiere a lo señalado por el señor Ministro 

Franco González Salas en cuanto a los efectos de los actos 

del estado civil, no implica que los actos derivados del 

matrimonio no vayan a tener eficacia en otra entidad 

federativa, como por ejemplo si un matrimonio de personas 

del mismo sexo adopta un hijo y posteriormente en ese 

Estado se le desconoce este vínculo, sino más bien a que 

ese matrimonio no podría exigir en diversa entidad, donde 

incluso esté prohibida la adopción, que se les permita al 

tenor de ese marco jurídico adoptar. 

 

Estimó que incluso negar validez a los matrimonios del 

mismo sexo celebrados en el Distrito Federal podría vulnerar 

las garantías de libertad de tránsito y de residencia, 

cuestionándose qué sucedería respecto de las personas del 

mismo sexo que contraigan matrimonio en el Distrito Federal 

y se mudan de domicilio o vacacionan en un Estado diverso, 

por ejemplo si el hijo de dicho matrimonio al mudar de 

residencia los integrantes de éste, ya no tiene derecho a 

alimentos o si una persona que haya celebrado un 

matrimonio de esa naturaleza podría casarse nuevamente 

en un diverso Estado con una persona de diferente sexo. 

 

Por ende consideró que no reconocer la validez en 

comento llevaría a los citados extremos, por lo que estimó 

que efectivamente el planteamiento materia de análisis es 

infundado pues se está en presencia de un mandato expreso 

y la configuración a nivel federal o general de los actos del 
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estado civil no es convincente para determinar lo contrario, 

sin menoscabo de que en algún caso que se diera un exceso 

podría declararse inconstitucional el precepto, pero no por 

violaciones al Registro Civil sino a algún otro precepto.  

 

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia señaló 

que realizó la lectura del artículo 121 constitucional sin referir 

que no era aplicable para el Distrito Federal, pues la omisión 

de la mención de éste debe entenderse considerando la 

evolución de su régimen constitucional. 

 

Indicó que la propuesta no es en el sentido de que no 

se reconozca la validez de matrimonios entre personas del 

mismo sexo fuera del Distrito Federal, sino que consiste en 

que el artículo 146 es inconsecuente con el régimen federal 

y contraría lo establecido en el artículo 121, fracción IV, 

constitucional, por lo que debe expulsarse del orden jurídico. 

 

El señor Ministro Silva Meza reconoció la riqueza de los 

argumentos expresados; sin embargo, señaló la necesidad 

de precisar el tema a discusión, el cual debe partir de lo 

expresado por el accionante el cual refiere a los artículos 14 

y 16 relacionados con el diverso 121, en virtud de que la 

nueva definición de matrimonio genera violaciones al 

principio de seguridad jurídica y al de legalidad, ante lo cual 

se hace cargo el proyecto a la luz del artículo 121 

constitucional, determinando su naturaleza y alcance, 

agregando que al respecto reitera su posición en el sentido 
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que debe entenderse inserto en el sistema federal y ante 

conflictos de leyes y problemas de su aplicación 

extraterritorial se erige como una disposición que viene a 

determinar las bases para dirimir esos conflictos y no bases 

para establecer unicidad en contenidos materiales de 

legislación. 

 

Por ende, consideró que no sería federalismo si el 

artículo 121 constitucional suprimiera la libertad de 

configuración de los Estados, pues únicamente genera 

bases para dirimir los conflictos y reconociendo la realidad 

en un territorio determinado. 

 

En ese tenor, si ya se determinó la constitucionalidad 

del precepto impugnado, deberán analizarse los eventuales 

conflictos en casos concretos, los que no implican una 

determinación en abstracto derivada de una interpretación 

que no se ha pedido del artículo 121 constitucional, sino 

simplemente respecto de los diversos 14 y 16 para efectos 

de determinar si existe o no transgresión en función del 

artículo 146 por la aplicación del citado artículo 121, aunado 

a que la fracción IV de ese precepto constitucional implica 

con claridad la validez de los matrimonios en comento en 

otros Estados, siendo otro tema los efectos de esos actos lo 

que requiere de pronunciamiento sobre los casos concretos. 

 

Precisó que también se encuentra vinculada con la 

inseguridad jurídica así como con problemas de legalidad, 
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debiéndose concluir que en esta aplicación se genera, en 

función de la norma reformada que reconoce pertenencia 

jurídica, legal y constitucional de las personas del mismo 

sexo, el reconocimiento en otras entidades federativas que 

no la tienen, toda vez que la lectura del artículo 121 

constitucional deberá realizarse en función del 

reconocimiento de derechos y no de las prohibiciones o de 

las omisiones y tratamientos diferenciados en un Estado 

Federal. 

 

Por ende, se manifestó de acuerdo con el proyecto 

modificado en los términos planteados por el señor Ministro 

Valls Hernández. 

 

El señor Ministro Valls Hernández agradeció los 

comentarios realizados en la inteligencia de que incorporará 

al proyecto lo que se ha señalado y si bien los argumentos 

de la demanda pasan por el artículo 121 constitucional, no 

se sostiene que se viole directamente este precepto, por lo 

que no se hace un análisis directo del referido numeral sino 

en función de lo previsto en los diversos 14 y 16 

constitucionales, que es como lo plantea el accionante. 

 

El señor Ministro Aguilar Morales señaló que los 

señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Silva Meza  ya 

han expresado algunas de las ideas que expondría.  Agregó 

que la diferencia entre la validez y los efectos la advierte en 

forma diversa, considerando que al momento de que un 
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matrimonio de personas del mismo sexo quisiera adoptar en 

un diverso Estado que no lo permite, en ese supuesto no 

podría realizarse ese acto, lo que implicaría el cumplimiento 

de la fracción I del artículo 121 constitucional. 

 

En cuanto a la uniformidad de la institución del 

matrimonio en realidad no deriva como una condición del 

artículo 121 constitucional y de ser así tendría que definirse 

cómo se da esa uniformidad, lo que generaría una 

inamovilidad si ninguna entidad pudiera dar el primer paso 

para modificarla, señalando que la uniformidad implica que la 

libertad de configuración se puede ejercer en tanto no sea 

contraria a la Constitución General. 

 

Precisó que lo que se determinó es que el artículo 146 

del Código Civil para el Distrito Federal no es violatorio de la 

Constitución Federal en el sentido de la configuración del 

matrimonio entre personas del mismo sexo, lo que constituye 

precisamente una de las libertades de configuración que no 

tiene por qué estar sujeta a un candado que sería 

inamovible.  

 

La señora Ministra Luna Ramos señaló que de la 

lectura de la demanda del Procurador General de la 

República se advierte que sostiene que si se reconoce la 

validez del artículo 146 impugnado se establecería la 

posibilidad de que se lleve a cabo el matrimonio entre 

personas del mismo sexo, lo que no sería válido en todos los 
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Estados de la República, y si bien es cierto que el artículo 

121, fracción IV, constitucional prevé que todos los actos del 

Registro Civil deben tener validez, también lo es que al ir en 

contra de las disposiciones locales rompe con el régimen 

federal.  Además, señala: “En este orden de ideas, es 

necesario diferenciar el mandato constitucional del numeral 

121, por lo que hace a los actos civiles de los Estados. Dicho 

numeral ordena dar reconocimiento de validez; sin embargo, 

ello no implica la viabilidad jurídica de otorgarle efectos en la 

legislación local de determinada entidad federativa al acto 

civil determinado, está expresamente prohibido o es 

incompatible con el previsto en las leyes de otro Estado. Ello, 

sin duda alguna genera una carga desmedida para el 

gobernado, así como una grave inseguridad jurídica derivada 

de la falta de certeza en cuanto a los efectos de los actos del 

estado civil celebrados válidamente en un lugar, pero 

prohibidos o al menos no reconocidos o incompatibles en 

instituciones familiares de otro Estado”, estimando que por 

ello es relevante la diferenciación mencionada por el señor 

Ministro Franco González Salas entre la validez del acto y el 

reconocimiento de sus efectos en una entidad federativa en 

la que la Constitución Local establece cuestiones distintas. 

 

Estimó que no se trata de una violación al artículo 121 

constitucional sino a los artículos 14 y 16 constitucionales, 

pues se dice que no se determinan los efectos de los 

reconocimientos de validez, lo que deriva de que en las 

leyes locales se establece que los actos respectivos deben 
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ejecutarse conforme a sus disposiciones, como se prevé en 

el artículo 13, fracción V, del Código Civil Federal el cual 

indica: “Salvo lo previsto en las fracciones anteriores, los 

efectos jurídicos de los actos y contratos, se regirán por el 

derecho de lugar donde deban ejecutarse, a menos que las 

partes hubieren designado válidamente la aplicabilidad de 

otro derecho”, por lo que los actos se rigen por el derecho 

del lugar donde se vayan a ejecutar. 

  

Precisó que el problema versa sobre el rompimiento 

con el sistema federal o cuando menos el local al establecer 

prohibiciones para dar efectos plenos al reconocimiento de 

un acto celebrado en el Distrito Federal. 

 

Agregó que lo planteado no es un tema de 

constitucionalidad sino de legalidad relacionado con la 

aplicación, pues como ya lo señaló el señor Ministro Zaldívar 

Lelo de Larrea no se establece que el matrimonio pueda 

declararse inválido o no reconocerse como válido en una 

entidad federativa distinta al Distrito Federal, sino que de 

solicitarse una adopción, ya tendrá que regirse por la 

regulación del Estado respectivo en donde se solicite. 

 

Precisó que tal situación es un problema de aplicación 

porque para poder aplicarlo se deberá acudir a la legislación 

local que prevé cómo van a surtir efectos estos actos, lo que 

no está determinado por la Constitución, pues ésta 

únicamente determina su validez, por lo que únicamente 
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podría originarse un problema de constitucionalidad en 

relación con su aplicación, sin poder afirmar que se está ante 

un problema de constitucionalidad por la precisión de los 

efectos ya que el artículo 121 constitucional no prevé si los 

efectos son realmente plenos o no, toda vez que se trataría 

de un problema de interpretación que surgirá cuando se 

aplique la restricción respectiva, por lo que para ella la 

respuesta sería respecto de la validez del acto, lo que así 

establece el artículo 121 constitucional. 

 

Manifestó que respecto de los efectos, el planteamiento 

del accionante los relaciona con una disposición de carácter 

secundario como es el Código Civil Federal y los códigos 

civiles de los Estados; precisando que en ese supuesto no 

se está ante un problema de constitucionalidad, sino de 

aplicación de la norma; que eventualmente pueda derivarse 

un problema de constitucionalidad en su aplicación, y será 

en el caso concreto, no este asunto de manera abstracta, en 

el que se defina si es o no constitucional, el que se apliquen 

o no los efectos respectivos. 

 

Por ende, estimó que la contestación a los argumentos 

del accionante debe desarrollarse en relación con la validez 

que el artículo 121 constitucional está reconociendo como 

tal, lo que sí es un problema de constitucionalidad,  en tanto 

que, por lo que se refiere a los efectos, se refiere a la 

legislación secundaria y no entraña un problema de 
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constitucionalidad, pues ello podrá ser motivo de análisis 

cuando se den los actos de aplicación correspondientes. 

 

El señor Ministro Valls Hernández agradeció a la 

señora Ministra Luna Ramos la claridad de su exposición, 

manifestando su coincidencia con ello, siendo necesario 

precisar si hay o no impugnación directa del artículo 121 

constitucional. 

 

El señor Ministro Cossío Díaz manifestó que le asiste la 

razón al señor Ministro ponente Valls Hernández en cuanto a 

que el accionante no planteó el argumento, de donde deriva 

que en diversas ocasiones se sostuviera que ello podía 

analizarse a la luz de los artículos 49 y 71 de la Ley 

Reglamentaria de la materia.  

 

En ese tenor consideró que efectivamente existe un 

planteamiento de invalidez relacionado con el artículo 121 

constitucional siendo conveniente someterlo a votación.  

 

Consideró que el problema central que se está 

planteando es que las entidades federativas no pueden 

desconocer la validez de los actos civiles que se hubieren 

llevado a cabo en otras entidades; sin embargo, los efectos 

de dichos actos que se llevaron a cabo en otra entidad 

federativa, tal como lo argumentó el señor Ministro Franco 

González Salas, permitirán de conformidad con las diversas 

disposiciones del comparativo que distribuyó, que cada 
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entidad le otorgue los efectos que estime pertinentes de 

acuerdo con sus propias disposiciones. 

 

Agregó que ello dará lugar a diversos amparos dado 

que las personas del mismo sexo que contraigan matrimonio 

en el Distrito Federal cuando pretendan ejercer sus derechos 

en otros Estados podrán encontrar problemas. 

 

Señaló el cuestionamiento sobre hasta qué punto los 

Estados pueden desconocerle efectos a un matrimonio 

celebrado en el Distrito Federal entre personas del mismo 

sexo, pues podría sostenerse que se reconocen ese tipo de 

matrimonios pero conforme a la regulación de cada Estado 

se podrían reducir a tal extremo los elementos 

fundamentales del matrimonio al punto tal que hagan 

irrelevante el matrimonio respectivo, lo que constituiría un 

problema de grado pues pasa por la definición de validez 

previsto en el artículo 121, fracción IV, constitucional,  

pareciendo que la expresión de validez los reconoce; sin 

embargo, podría provocarse que elementos como la custodia 

o alimentos queden sin efectos, donde resulta de enorme 

relevancia arribar a un concepto de validez que vaya más 

allá de la validez formal del acto emitido en el Distrito 

Federal, y si bien pudiera analizarse al presentarse diversos 

juicios de amparo, sería conveniente establecer un concepto 

de validez no sólo para otorgar reconocimiento formal sino 

también para introducir algunas notas materiales que no 

hagan irrelevante dicha institución. 
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El señor Ministro Franco González Salas propuso votar 

el tema sobre si se analizará el planteamiento a la luz del 

artículo 121 constitucional, dado que se está mezclando en 

todas las intervenciones el punto definitorio con argumentos 

muy válidos. 

 

El señor Ministro Aguilar Morales indicó que a su 

parecer se abriría otro punto de discusión no planteado 

expresamente en la demanda, precisando no coincidir con 

que se pudiera diluir, toda vez que existen algunos efectos 

personalísimos como el caso de la patria potestad que 

aunque se traslade de una entidad a otra, no puede 

desaparecer respecto de la forma en que se estableció la 

adopción en el Distrito Federal, estimando que es un punto 

de vista y un tema que desde su óptica no es pertinente 

discutir. 

 

La señora Ministra Luna Ramos propuso que se 

estableciera que se hacen valer violaciones a los artículos 14 

y 16 constitucionales en relación con el diverso 121 

constitucional y que allí mismo se interpreta este último 

numeral, ya que no existe una imputación directa a éste. 

 

La señora Ministra Sánchez Cordero de García Villegas 

señaló no advertir cómo una cualidad personalísima de una 

persona como lo es el estado civil y el estatus de hijo no 

empate directamente con los actos que llegue a celebrar y 
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los efectos que pudiera producir, si lo acompaña a todos 

lados, manifestándose desconcertada sobre lo que se ha 

sostenido, pues el matrimonio en sí mismo produce los 

efectos correspondientes. 

 

El señor Ministro Cossío Díaz dio lectura al artículo 10  

del Código Civil del Estado de Aguascalientes, del cual 

deriva que no es claro el estatuto derivado del matrimonio 

celebrado en otro Estado, por lo que parece relevante 

introducir un estudio sobre el concepto de validez referido en 

la fracción IV del artículo 121 constitucional. 

 

El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea señaló que no 

se puede reconocer la validez de algo y no de sus efectos, 

precisando que comparte la postura del señor Ministro 

Cossío Díaz respecto a que se debe ser sumamente 

cauteloso, ya que se podría dar el caso de que a través de 

supuestos efectos se reste validez al acto respectivo, pues si 

careciera de eficacia, se estaría ante una validez muy 

peculiar.  

 

Agregó que debía resolverse también la cuestión 

relativa a si la validez implica una vulneración al Pacto 

Federal y si este concepto de validez requiere dejar ciertas 

salvedades para no llegar al extremo de distorsiones, 

recordando los efectos del matrimonio como son patria 

potestad, custodia y alimentos, considerando absurdo el 
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sostener que los únicos matrimonios con derecho a estos 

efectos son los heterosexuales.  

 

Por ello, consideró que a través de la legislación se 

pueden dar fraudes a la Constitución, siendo necesario  

arribar a una determinación clara sobre el planteamiento 

respectivo, sosteniendo que arribar a una conclusión sobre 

el alcance del artículo 121 constitucional es fundamental.  

 

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia precisó 

que lo sostenido le recordó que en la Dirección General de 

Profesiones se reconoce la validez de los títulos expedidos 

en el extranjero pero no se autoriza para ejercer la profesión 

respectiva. 

 

El señor Ministro Silva Meza indicó que en las fojas 

ciento setenta a ciento setenta y cuatro se aborda la 

problemática que se sugiere discutir e incorporar, pues se 

analiza fracción por fracción el artículo 121 constitucional, en 

cuanto a su problemática y a las situaciones que se 

presentan. 

 

El señor Ministro Aguirre Anguiano señaló que el 

problema consiste en que alternativamente se están 

traslapando soluciones de extraterritorialidad de las leyes de 

un Estado a otro y del estatuto personal cuando no se 

conoce dicho estatuto en alguna entidad federativa, 
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precisando que se debía regir conforme al orden público 

interfederal. 

 

Por mayoría de siete votos de los señores Ministros 

Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea,  Aguilar Morales y 

Presidente Ortiz Mayagoitia, con el voto en contra de los 

señores Ministros Gudiño Pelayo, Valls Hernández, Sánchez 

Cordero de García Villegas y Silva Meza se determinó que 

en la demanda se planteó la violación directa del artículo 121 

constitucional, por lo que debe abordarse dicho 

planteamiento en esos términos. 

 

Por mayoría de nueve votos de los señores Ministros 

Cossío Díaz, con salvedades; Luna Ramos, con salvedades;  

Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, con 

salvedades; Gudiño Pelayo, con salvedades; Aguilar 

Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García 

Villegas y Silva Meza se aprobó la propuesta modificada del 

proyecto consistente en que el artículo 146 del Código Civil 

del Distrito Federal no viola lo previsto en el artículo 121 

constitucional.  Los señores Ministros Aguirre Anguiano y 

Presidente Ortiz Mayagoitia votaron en contra.  Los señores 

Ministros Franco González Salas, Luna Ramos, Aguilar 

Morales y Gudiño Pelayo reservaron su derecho para 

formular voto concurrente. 
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El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia decretó 

un receso a las doce horas con cincuenta y cinco minutos y 

la sesión se reanudó a las trece horas con quince minutos.  

  

El señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia solicitó al 

señor Ministro Valls Hernández realizar la presentación del 

nuevo contenido del proyecto relativo al análisis de validez 

del artículo 391 del Código Civil para el Distrito Federal. 

 

El señor Ministro ponente Valls Hernández expuso una 

síntesis del considerando octavo a) Violación al artículo 16 

constitucional (Falta de motivación del artículo 146 en 

relación con el diverso 391, que permite el acceso de los 

cónyuges y concubinos del mismo sexo a la figura jurídica de 

la adopción), en cuanto sustenta la propuesta de reconocer 

la validez del artículo 391 del Código Civil para el Distrito 

Federal, toda vez que no puede admitirse por esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación que la orientación sexual de 

una persona o de una pareja -que es simplemente una de 

las opciones que se presentan en la naturaleza humana y, 

como tal, forma parte de la autodeterminación y libre 

desarrollo de la personalidad-, le reste valor como ser 

humano o familia y, por tanto, lo degrade a considerarlo, por 

ese hecho, como nocivo para el desarrollo de un menor y, 

por ende, que el legislador deba prohibir la adopción de un 

menor por parte de un matrimonio conformado por personas 

del mismo sexo. 
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  El señor Ministro Aguilar Morales indicó que el artículo 

391 en comento no prevé expresamente que los matrimonios 

del mismo sexo puedan adoptar para lo cual dio lectura al 

citado numeral. 

  

  Precisó que tal autorización deriva del sistema que se 

integra con lo dispuesto por el articulo 146 impugnado, de 

donde se desprende que no es el artículo 391 del Código 

Civil para el Distrito Federal el que pudiera contener por sí 

mismo alguna disposición materia de análisis constitucional 

para lograr un pronunciamiento, sino que para poder concluir 

que es inconstitucional, debería analizarse considerando el 

sistema mismo que estaría conformado por lo dispuesto en 

el diverso artículo 146 entre otros, de manera que la 

permisibilidad de la adopción por parte del citado sistema 

requeriría que la existencia de este tipo de matrimonios no 

tuviera validez constitucional; considerando que su validez 

ha sido reconocida por este Tribunal Pleno, sin que el 

recurrente hubiera formulado sus agravios de manera que 

considerara al sistema como un todo analizable en su 

conjunto, sino combatiendo por separado sólo dos de las 

disposiciones que lo configuran. 

 

  Estimó que si el método al que obliga el accionante 

implica analizar la validez aislada de cada una de las 

normas, al haberse reconocido la validez del artículo 146 

impugnado no puede hacerse el estudio del diverso 391 sin 
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que este Alto Tribunal se desdiga de lo ya aprobado por 

mayoría de nueve votos.   

 

  Asimismo precisó que este Alto Tribunal, al haber 

decidido realizar el análisis de cada una de las normas 

impugnadas, no sólo ha atendido al planteamiento del 

accionante en este sentido, sino que no consideró la 

posibilidad técnica jurisdiccional de hacerlo de otra forma, 

como hubiera sido de manera integral o de sistema, lo cual 

además no podría ser, ya que ese sistema legal no está 

determinado por sólo esas dos disposiciones previstas en los 

artículos 391 y 146 del Código Civil para el Distrito Federal, 

sino que se trata de un sistema complejo interactuante al 

menos de ese ordenamiento como son los artículos 35, 84, 

87, 293, 295, 390, 392 a 401, 410-A, 410-C, 419-D, 410-C y 

443 entre otros, cuya validez no ha sido puesta en duda en 

esta acción de inconstitucionalidad. 

 

  Agregó que la Segunda Sala ha reconocido la 

posibilidad de estudiar un sistema normativo respecto de 

preceptos que constituyen una verdadera unidad. 

 

  Por otra parte, si se pudiera declarar inconstitucional en 

sí mismo el artículo 391 en comento, ello implicaría su 

invalidez total lo cual dejaría sin posibilidad alguna la 

adopción al desaparecer la figura respectiva del mundo 

jurídico del Distrito Federal. 

 



 
 
 
 

—    42   — 
 
 
Sesión Pública Núm. 82               Martes 10 de agosto de 2010 
 
 

  Incluso, este Alto Tribunal no podría establecer un texto 

diferente del previsto por la norma pues sería tanto como 

invadir las atribuciones del legislador, ni podría vincularse al 

legislador del Distrito Federal para legislar en determinados 

términos, pues no se está en presencia de una omisión 

legislativa; sin embargo, de aceptarse el estudio del artículo 

391, lo cierto es que el sistema que rige la adopción protege 

el interés superior del niño al prever requisitos que son 

exigibles a cualquier matrimonio, ya que con independencia 

de que se realice por personas del mismo sexo no implica 

una autorización automática e indiscriminada para adoptar 

sino que debe sujetarse al sistema legal en cuanto a la 

finalidad del aseguramiento del derecho fundamental del 

adoptado. 

 

  Precisó que dentro del citado sistema que atiende a 

ese interés superior la ley prevé determinadas disposiciones 

en el Código Civil para el Distrito Federal que exigen a su 

aplicador velar por la protección del interés superior del 

menor, como sucede respecto de los artículos 397 y 397-Bis 

dando lectura a su contenido. 

 

  Además, indicó lo previsto en los artículos 390, fracción 

II, y 416-ter del Código Civil, estimando que todo lo 

dispuesto en esos numerales está condicionado a que se 

cumplan los requisitos establecidos en el diverso 390 del 

propio ordenamiento, el cual señala que: “Debe demostrarse 

que tiene medios bastantes para proveer a la subsistencia, la 
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educación y el cuidado de la persona que trata de adoptarse 

como hijo propio, según las circunstancias de la persona que 

trata de adoptar; que la adopción es benéfica para la 

persona que trata de adoptarse, atendiendo al interés 

superior de la misma; y, que el adoptante es persona apta y 

adecuada para adoptar”. 

 

  Por lo anterior, consideró que la norma impugnada al 

encontrarse inserta en un sistema que protege el interés 

superior del niño es suficiente para impeler a quienes lo 

aplican a proteger dicho interés y a verificar que existen las 

garantías razonables conforme al sistema integral normativo 

de que ese interés superior será protegido frente a cualquier 

solicitante, no importando su condición personal o su 

preferencia sexual.  

 

  Por tanto, propuso declarar inoperantes los conceptos 

de invalidez del Procurador General de la República por falta 

de contradicción suficiente, en primer lugar porque el 

Tribunal Pleno ya se pronunció por la validez del artículo 146 

impugnado; segundo, porque el precepto en sí mismo, no 

regula la adopción por parte de matrimonios constituidos por 

personas de un mismo sexo; tercero, porque la incidencia de 

este precepto en la adopción por matrimonios homosexuales 

se da en tanto se encuentra formando parte de un sistema 

normativo no impugnado como tal, y que además, se 

conforma con otros diversos preceptos tampoco combatidos; 

y, cuarto, por no estar de acuerdo con el tratamiento de esta 
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parte del proyecto que se refiere al análisis sobre la 

posibilidad de que personas homosexuales puedan adoptar 

como si se tratara de un derecho del adoptante y su no 

discriminación, sino que en todo caso debería estar dirigido a 

valorar el interés superior del niño que está regulado para su 

protección en el Código Civil  y que no puede ser analizado 

en este asunto al no haber sido impugnado como tal. 

 

  El señor Ministro Aguirre Anguiano advirtió que en 

México no existen estudios suficientes para determinar los 

efectos de la adopción por parejas heterosexuales respecto 

de menores ni que demuestren los efectos de las realizadas 

por parejas monoparentales, de adopciones por solteros o 

solteras, ni de estudios que demuestren lo que sucede 

cuando los abuelos ejercen la patria potestad, sin que ello 

implique la inexistencia de datos anecdóticos donde haya 

resultado conveniente o inconveniente la adopción en estos 

casos. 

 

  En cuanto a lo que este Alto Tribunal ha entendido por 

interés superior del niño, señaló que existen tesis relevantes 

tanto de la señora Ministra Sánchez Cordero de García 

Villegas como del señor Ministro Valls Hernández. 

 

  Agregó que encontraba desconcertante que se 

hubieren pedido opiniones a la Universidad Nacional 

Autónoma de México, ya que su apoderado general ha 

señalado que las opiniones se han emitido a título personal 
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por sus emisores quienes tienen diversas especialidades 

pero ninguno en aspectos de niñez. 

 

  Señaló que llamó su atención que no se pidiera 

información al DIF que es el organismo competente para 

intervenir en todos los casos de adopción, existiendo un 

estatuto que así lo determina, integrado por la Ley de 

Asistencia Social, el Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 

para el Desarrollo Integral de la Familia, el Código Civil 

Federal, el Código Federal de Procedimientos Civiles y el 

Código Civil del Distrito Federal, entre otros.  

 

  Indicó que a dicho organismo no se le había pedido 

opinión; sin embargo, el propio Ministro Aguirre Anguiano así 

lo hizo por lo que repartió en ese momento la opinión 

respectiva.  También solicitó su opinión a la Sociedad 

Mexicana de Pediatría, la que se rindió de manera escueta, 

documento que también repartió a los señores Ministros.  

Incluso, solicitó informe al Instituto Mexicano de Orientación 

Sexual, el cual entregará en su momento a los señores 

Ministros que lo soliciten. 

 

  Agregó que de la opinión rendida por una psicóloga de 

la facultad de la Universidad Nacional Autónoma de México 

se advierte que no se encuentra fehacientemente 

demostrado que en  las familias integradas por personas del 

mismo sexo pueda existir seguridad en el óptimo desarrollo 

del infante, ya que las experiencias derivan de lo acontecido 
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en otros países y los estudios citados difícilmente podrían 

ser un referente aplicable a ésta, derivado de las diferencias 

culturales que guardamos con las poblaciones de Estados 

Unidos de  América, Suecia, el Reino Unido, Bélgica y 

España.  

 

  Indicó que los estudios concluyen que no existe 

afectación a los menores adoptados por estas parejas, es 

decir, se reconoce que los estudios presentan deficiencias 

metodológicas ya que la mayoría de los estudios se han 

hecho respecto de madres lesbianas comparadas con 

heterosexuales divorciadas, por lo cual debía separarse la 

orientación sexual de éstas respecto de su estado civil. 

Asimismo, se sabe más de hijos de madres lesbianas que de 

padres homosexuales, además de que no queda claro 

cuáles son las hipótesis a probar ni el diseño de las 

investigaciones realizadas, como se señala a fojas 

veintiocho y veintinueve.  

 

  Señaló que el estudio reconoce que la American 

Psychological Association (APA) informa que la población 

homosexual sufre de una mayor afectación de desajustes 

psicológicos relacionados con el estrés respecto de los 

individuos heterosexuales, como consecuencia del prejuicio 

y de la discriminación generalizada, lo que debe tomarse en 

cuenta pues esos prejuicios pudieran tener influencia en el 

desarrollo de los menores, aunado a que los hijos de madres 
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homosexuales se encuentran más expuestos a situaciones 

de estrés, como se señala a fojas catorce, dieciséis y veinte.  

 

  Cabe señalar que en uno de los estudios presentados 

por la Facultad de Psicología, se indica que las personas 

homosexuales son uno de los grupos más estresados de la 

sociedad y aun cuando no hay evidencia sólida de que los 

niños criados en familias homosexuales desarrollen 

trastornos psicológicos  o de comportamiento, estos niños 

pueden considerarse en riesgo pues tienen que enfrentar 

burlas, acoso escolar y presión por parte de sus compañeros 

que pueden dañar su autoestima y su confianza, por lo que 

esta presión social y la discriminación ponen en riesgo a los 

menores como se afirma a fojas dos y cinco.  

 

  Agregó que similar comentario aparece en la foja 

dieciséis en la que se señala la opinión de la Escuela 

Nacional de Trabajo de la misma Universidad, en la que se 

indica que actualmente ninguna sociedad dispone de datos 

fehacientes sobre del número puntual de familias 

homoparentales, por lo que no se puede decir con exactitud 

si las investigaciones que se han hecho al respecto 

demuestran un todo en conjunto.  

 

  Señaló que dicha opinión se refuerza con la emitida por 

el DIF en el sentido de que no existen estadísticas de 

parejas homosexuales que tengan interés de adoptar, toda 
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vez que este instituto no ha recibido solicitud alguna en esos 

términos.  

 

  Además, el DIF añade que la adopción no es un 

derecho que pueda ser jurídicamente reclamado; que la 

adopción es sólo un instrumento jurídico para hacerlo 

efectivo; así como que la integración del niño a una nueva 

estructura familiar no debe suponer enfrentarlo a una nueva 

dificultad de integración en el medio social. Recordó que 

vivimos en una sociedad que injustamente rechaza y 

discrimina a los homosexuales, por lo que exponer a estas 

situaciones a un menor que ha sufrido un abandono familiar 

y que necesita un proceso propio de su situación, significa 

obstaculizar éste, por lo que atendiendo al interés superior 

del niño  y ante la existencia de evidencias científicas 

practicadas a la sociedad mexicana, existe una duda 

razonable sobre  el impacto que pueda tener en un menor el 

formar parte de una familia conformada con personas del 

mismo sexo. 

 

  Agregó que el estudio del proyecto parte del hecho de 

que nuestra Norma Fundamental protege toda estructura y 

organización fundamental, de lo que deriva que la 

orientación sexual de una pareja no puede dar lugar a 

desconocer su derecho a adoptar, conceptualización de la 

institución del matrimonio que sostiene e incide en una 

mayor protección a  los derechos de la niñez, en tanto no 

existen estudios científicos que demuestren afectación a los 
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menores por su desarrollo en familias, reiterando lo 

manifestado en cuanto a una recta interpretación de la 

Constitución relativa a que el matrimonio se forma por 

parejas heterosexuales. 

 

  Indicó que el artículo 4º constitucional consagra el 

derecho a los niños y niñas a su desarrollo integral, el deber 

de los ascendientes, tutores y custodios a preservarlo y el 

deber del Estado para proveer lo necesario a fin de propiciar 

el respeto a su dignidad, el ejercicio pleno de sus derechos y 

de otorgar facilidades a los particulares para que coadyuven 

a su cumplimiento, aunado a que en los artículos 3.1 y 18.1 

de la Convención sobre los Derechos del Niño también se 

prevé lo relativo a este interés superior del menor, por lo que 

como lo ha determinado este Alto Tribunal debe atenderse al 

interés superior del niño cuando se trate de medidas que les 

conciernan o afecten, considerando que esa expresión 

implica que el desarrollo del niño y el ejercicio  pleno de sus 

derechos deben considerarse como criterios rectores para la 

elaboración de normas y a todos los órdenes relativos a la 

vida de los menores, así como el interés superior de la 

infancia. 

 

  Precisó que en el preámbulo de la Convención de los 

Derechos del Niño se establece que el menor para el pleno y 

armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el 

seno de una familia, en un ambiente de felicidad, amor y 

comprensión, así como que el niño requiere de cuidados 
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especiales, lo que también se establece en el artículo 19 de 

la Convención Americana de Derechos Humanos, 

adquiriendo relevancia en el caso en estudio la decisión 

adoptada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal en 

el sentido de que una pareja homoparental pueda adoptar a 

un menor, pues a fin de esclarecer si con ello se atiende o 

no al referido interés superior del menor, es necesario 

considerar la realidad social y cultural del país en torno a la 

aceptación de estas parejas, así como la afectación 

psicológica que pudiera llegar a ocasionar al menor la 

confusión de las figuras tradicionales paterna y materna. 

 

  Solicitó recordar qué sucedió en el proceso legislativo 

previo a las normas impugnadas, ya que siempre se 

discutieron candados y finalmente prevaleció la votación de 

un partido político sin que se hubiera discutido el tema del 

interés superior del niño.  Además, indicó que debía 

considerarse si en nuestro país se continúan desaprobando 

las uniones entre parejas del mismo sexo, pues tal rechazo 

deberá ser combatido mediante políticas públicas que 

permitan hacer efectivo el derecho a la no discriminación, 

pues ello puede afectar el sano desarrollo del menor al no 

desenvolverse en un ambiente social de aceptación que 

garantice su pleno desarrollo en condiciones de dignidad y 

de respeto, por lo que estimó improcedente acudir a las 

decisiones de otros países, pues la posibilidad de que las 

parejas del mismo sexo puedan adoptar debe atender a 

nuestra realidad social y no a otras. 
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  Por ello, estimó inatendible acudir a los estudios 

realizados en las sociedades de los Estados Unidos de 

América y en Holanda, destacando que debían llevarse a 

cabo los estudios respectivos en la sociedad mexicana, 

recordando que la Universidad Nacional Autónoma de 

México reconoce la necesidad de que se hagan estudios a 

futuro, así como también reconoce la situación de estrés 

superior que deriva del status quo.  

 

  Reiteró que lo anterior se corrobora con la opinión del 

DIF, al tratarse del organismo público que debe intervenir en 

los procedimientos de adopción por mandato legal.  Señaló 

que en esta opinión no hay estudios realizados respecto de 

la sociedad mexicana y que la adopción no debe implicar 

una nueva dificultad de integración en el medio social, pues 

vivimos en una sociedad que discrimina injustamente a las 

parejas de homosexuales, por lo que exponer a estas 

situaciones a un menor que ya ha sido rechazado y requiere 

de cierta adaptación, significa obstaculizar dicho proceso. 

 

  Consideró que los estudios relativos debían realizarse 

previamente a legislar permitiendo la adopción por parejas 

del mismo sexo a fin de garantizar que con ello no exista una 

afectación al desarrollo del menor, pues hacerlo a la inversa 

implica arriesgar a la niñez mexicana mientras se corrobora 

la idoneidad o conveniencia de la medida legislativa o se 
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rechaza, lo que es inaceptable dado el interés superior que 

la Constitución otorga al menor. 

 

  También advirtió que naciones como Francia,  Portugal, 

Finlandia, Austria, Luxemburgo, Suiza, Nueva Zelanda, 

Uruguay, Colombia y Ecuador han permitido las uniones de 

parejas del mismo sexo; sin embargo, no permiten la 

adopción. 

 

  Recordó que el caso de la Propuesta 8 de California 

que ha sido impugnada, se encuentra sub júdice.  

 

  Agregó que no se discute que las condiciones óptimas 

para el desarrollo del menor se han dado en la familia 

nuclear en tanto salvaguarda las figuras paterna y materna 

esenciales para la formación y desarrollo de la personalidad, 

que la filiación biológica constituye un modelo a cuya imagen 

se crean los vínculos artificiales de filiación adoptiva, lo que 

implica que para crear una relación semejante jurídicamente 

a la natural, debe asemejarse a ésta, así el interés superior 

del menor exige considerar si su pleno desarrollo no se ve 

afectado por la confusión de las figuras paterna y materna 

propias de la filiación biológica.  

 

  Señaló que en el proceso legislativo que dio lugar a la 

norma impugnada no se advierte que estas dos condiciones 

hayan sido tomadas en cuenta por la Asamblea Legislativa; 

por lo que al no estar demostrado que la pareja integrada  
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por padres del mismo sexo asegura también el óptimo 

desarrollo del infante o que no le resulta perjudicial, se 

pronunció por la inconstitucionalidad de la norma 

impugnada.  

 

  Estimó que la aplicación del matrimonio del mismo 

sexo requiere de un examen particularizado que refleje la 

voluntad expresa y consciente del legislador sobre los 

efectos de la equiparación, específicamente en materia de 

adopción, voluntad que debe estar apoyada en el interés 

superior del niño que exige la certeza de que la equiparación 

relativa no ocasione perjuicio alguno al menor en su 

desarrollo. 

 

  En cuanto a los otros estudios que se han desarrollado, 

respecto del elaborado por el Instituto Mexicano de 

Orientación Sexual, precisó que contiene los siguientes 

comentarios: 

 

1. En México no existen estadísticas confiables sobre 

cuántas parejas conformadas por personas del mismo sexo 

tengan interés en adoptar; además, es importante distinguir 

que existen niños que viven en ambientes homoparentales 

que no necesariamente significan casos de adopción, sino 

de hijos biológicos de uno de los integrantes de la pareja, 

como los que se han mencionado en la prensa últimamente.  

Asimismo, debe distinguirse el tema de la adopción 
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homosexual con homoparentalidad preexistente. Incluso se 

señalan los requisitos previstos para la adopción. 

  

Mencionó que en psicología existen ciertos rasgos 

denominados “idoneidad”, que permiten saber si el sujeto 

que desea adoptar es o no idóneo para llevar o no a cabo 

ese proceso y si bien ésta va más allá de una condición de 

vida, y el ejercicio de la sexualidad, se observan diferencias 

entre los estilos de paternidad propuestos en el trabajo de 

adopción, deseo y crianza.  

 

2. Se estudian tres tipos de parentalidad: la familia 

tradicional adoptiva, los padres solteros que adoptan, y las 

parejas homosexuales que adoptan. Asimismo se observa 

que la familia tradicional es un lugar en donde los roles 

padre y madre son mucho más compatibles con las 

funciones materna y paterna. 

 

3. Las principales diferencias encontradas en una 

pareja homosexual que desea adoptar, comparadas con una 

heterosexual fueron: a) La adopción se ve como un derecho 

de la comunidad gay.  

 

 El señor Ministro Cossío Díaz manifestó la importancia 

del documento a que dio lectura el señor Ministro Aguirre 

Anguiano y solicitó que se distribuyera entre los demás 

señores Ministros para estar en posibilidad de discutirlo en la 
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próxima sesión, lo que fue aceptado por el propio señor 

Ministro Aguirre Anguiano.  

 

 El señor Ministro Aguilar Morales indicó que debía 

considerarse lo manifestado en la presente sesión, 

recordando la propuesta que formuló relativa a que se 

declaren inoperantes los conceptos de invalidez, dado que, 

por una parte, el artículo 391 del Código Civil para el Distrito 

Federal, pertenece a un sistema normativo que no fue 

impugnado en su totalidad y, por otra, que con la sentencia 

que declarara la invalidez del citado numeral, implicaría 

desaparecer del orden jurídico del Distrito Federal la 

institución de la adopción. Precisó que si no se pronunciara 

el Pleno al respecto, no se encontraría en posibilidad de 

determinar si el numeral impugnado es inconstitucional o 

constitucional; siendo necesario pronunciarse, primero, 

sobre la operancia del concepto de invalidez, lo que consiste 

un paso procesal previo al pronunciamiento de la 

inconstitucionalidad o constitucionalidad de este artículo, 

solicitando que se ponderara si se requería una votación 

específica respecto de este tema. 

 

A propuesta del señor Ministro Presidente Ortiz 

Mayagoitia, el Tribunal Pleno acordó que el asunto y los 

demás continuaran en lista, convocó al Tribunal Pleno para 

la sesión pública que tendrá verificativo el jueves doce de 

agosto en curso, a partir de las once horas y concluyó la 

presente sesión a las catorce horas con diez minutos. 



 
 
 
 

—    56   — 
 
 
Sesión Pública Núm. 82               Martes 10 de agosto de 2010 
 
 

 

Firman esta acta el señor Ministro Presidente Guillermo 

I. Ortiz Mayagoitia y el licenciado Rafael Coello Cetina, 

secretario general de acuerdos, que da fe. 

 

 

 

 

 

Esta hoja corresponde al acta de la sesión pública 

número 82, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, celebrada el martes diez de agosto de dos mil diez. 

 


